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                                                                         Buenos Aires,  16   de agosto de 2012
RES. OAyF Nº 197/2012
VISTO:


lo actuado en el Expediente D.C.C Nº 203/11-12 s/ “Adquisición de Material Bibliográfico de la Editorial La Ley” por el que tramita la Contratación Directa Nº 42/2011, y

CONSIDERANDO: 

Que mediante Nota Nº 423/2012 (fs. 103/104) la Dirección de Compras y Contrataciones eleva estos actuados poniendo en conocimiento de esta Administración General el cálculo de las penalidades que le corresponderían a la Editorial La Ley S.A. en cumplimiento de las obligaciones a su cargo en el trámite de la Contratación Directa Nº 42/2011 (conforme Resolución OAyF Nº 38/2012 cuya copia glosa a fs. 66/67).
Que se emitió la Orden de Compra Nº 484, que luce a fs. 84/86, por un monto de pesos ciento sesenta mil novecientos treinta y tres con 60/100 ($ 160.933,60). De tal documento se desprende que el plazo de entrega de los bienes era de quince (15) días corridos, computados a partir de la recepción de aquélla, hecho que sucedió el 23/03/12 por lo tanto el vencimiento operaba el 09/04/12.
Que ante ese estado de cosas, la Dirección de Compras y Contrataciones al elevar la nota referenciada precedentemente, a la luz de los preceptos de la Ley 2095 y su reglamentación, señala que: “Del análisis de lo actuado, se entiende que superado el plazo contractual pactado, la adjudicataria no había entregado los bienes requeridos y tampoco que haya solicitado prórroga alguna del plazo contractual. Sin embargo, al no haber rescindido formalmente este Consejo el contrato y persistiendo la necesidad de los bienes, esta dependencia entiende que la recepción de los mismos implicó acordar de hecho una prórroga del plazo contractual”.  
Que la Dirección agrega que “Dicha prórroga, de acuerdo a los términos legales (arts. 120 de la ley 2095 y su reglamentación) se otorga por única vez y no puede exceder en ningún caso el plazo de quince (15) días o bien el que se establezca en el Pliego de Bases y Condiciones Particulares. En consecuencia, la adjudicataria contó con quince (15)  días corridos más para cumplir con su obligación, por lo que el nuevo vencimiento operaba el día 24/04/12”. 

Que asimismo la citada Dirección señala que “(…) con fecha 18/04/12 la editorial efectuó una entrega parcial de las obras requeridas, es decir, dentro del plazo contractual prorrogado”. 
Que en tal estado, la Dirección menciona la normativa prevista por el artículo 126 de la Ley 2095 y su reglamentaria Resolución CM Nº 810/2010, pero que al vencimiento del plazo contractual prorrogado no había terminado de entregar en su totalidad los ejemplares requeridos. Por ello, entiende que “(…) persistiendo la necesidad de los insumos y sin que haya acto de formal rescisión- la recepción de los bienes implicó acordar de hecho la rehabilitación contractual conforme el artículo 121 y 126 de la Ley 2095 y su reglamentación”, por lo cual esgrime que “(…) la adjudicataria contó nuevamente con un plazo de quince (15) días corridos para la entrega, es decir, hasta el día 09/05/12” aunque aclara que “(…) recién el día 16/05/12 se recibió definitivamente la segunda entrega parcial, completando el requerimiento de la totalidad de la orden de compra. Es decir superado el plazo contractual rehabilitado”.

Que así las cosas, la Dirección considera que “(…) respecto a esta última recepción no correspondería aplicar una penalidad a la adjudicataria por haber sido recibida después del día 09/05/12 una vez caducado el contrato”. Ello, con fundamento en lo estipulado en el párrafo tercero del artículo 121 de la reglamentación de la Ley 2095. Sin perjuicio de lo expuesto, la Dirección aclara que “(…) la recepción definitiva parcial de la entrega efectuada por la adjudicataria con posterioridad al vencimiento del contrato rehabilitado (16/05/12) llevada a cabo por este Consejo una vez caducado el contrato, estuvo motivada en el principio de economía, evitando de ese modo mayores perjuicios a las distintas áreas del Poder Judicial de la C.A.B.A.”
Que finalmente la Dirección explica que “Teniendo en cuenta lo expuesto y sin perjuicio de haberse recibido de conformidad en su totalidad los bienes requeridos a la adjudicataria, esta Dirección entiende que correspondería aplicar las penalidades previstas por la normativa (…)”. Así, realiza el cálculo pertinente y concluye que correspondería aplicarle a la editorial La Ley S.A. una multa por pesos dieciocho mil sesenta y dos ($ 18.062,00) conforme el siguiente detalle de penalidades: a) por la prórroga del contrato conforme artículos 120 y 126 de la Ley 2095 y su reglamentación por la suma de pesos un mil doscientos cincuenta y siete con sesenta y cinco centavos ($ 1.257,65); b) por la prórroga de hecho del contrato conforme artículos 120 y 126 de la ley citada y su reglamentación por la suma de pesos setecientos cuatro con cincuenta y ocho ($ 704,58) y c) por la rehabilitación de hecho del contrato de acuerdo a los artículos 121 y 126 de la Ley 2095 y su reglamentación por la suma de pesos dieciséis mil noventa y nueve con treinta y seis centavos ($ 16.099,36). 
Que requerida que fuera su intervención, el Departamento de Dictámenes y Procedimientos Administrativos dependiente de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, luego de realizar una reseña de lo actuado consideró mediante Dictamen Nº 4645/2012 (fs. 108/110) y conforme el criterio seguido en Dictámenes anteriores que “(…) una de las cuestiones sobre las cuales se ha hecho énfasis son aquellos casos en los cuales la adjudicataria de una contratación no hubiera solicitado prórroga ni rehabilitación del contrato, produciéndose entonces la rehabilitación de hecho del mismo. Por consiguiente, se considera que ese supuesto no se halla encuadrado en la normativa prevista por los arts. 121 de la Ley 2095, por referirse específicamente a la rehabilitación expresa del contrato”. 
Que a su vez, en lo que respecta a la rehabilitación tácita del contrato, el Departamento remite a lo estipulado en el artículo 126 de la Ley 2095 y su reglamentaria Resolución CM Nº 810/2010. Así las cosas, entiende que “Del análisis de las presentes actuaciones surge que la adjudicataria no ha solicitado prórroga alguna dentro del plazo legal que para ello tenía, así como que no se ha dictado acto administrativo que rehabilitara el presente contrato, estando frente a un supuesto de rehabilitación tácita en los términos del art. 126 de la Ley 2095 y su reglamentación, como antes se expresara”. 

Que, finalmente, el Departamento concluye que “(...)teniendo en cuenta los incumplimientos en los cuales incurriera la adjudicataria, así como lo establecido por la normativa precitada, es opinión de este Departamento que ha de imponerse a la firma EDITORIAL LA LEY S.A. una multa por mora en el cumplimiento de sus obligaciones, que deberá calcularse hasta el momento de producirse cada una de las entregas parciales conforme consta en los sucesivos partes de recepción definitiva agregados, del uno por ciento (1%) del monto de lo satisfecho fuera de término por cada siete (7) días de retraso en el cumplimiento de la obligación o fracción mayor de tres (3) días”.
Que en este estado se requirió a la Dirección de Compras y Contrataciones que recalcule el monto de la multa en base a lo manifestado por la Dirección General de Asuntos Jurídicos en el Dictamen Nº 4645/2012 (foja 113) y el monto calculado asciende a un monto total de pesos tres mil setecientos veinticuatro ($ 3.724,00). Asimismo informa que “(…) una vez emitido el acto administrativo correspondiente a la penalidad que en la presente se recalcula, se notificará el mismo juntamente con la solicitud de integración de la garantía ordenada en el segundo párrafo del proveido glosado a fojas 113” (foja 115). 
Que puesta a resolver la cuestión, cabe destacar que la recepción de los bienes, una vez caducado el contrato, obedece a la necesidad de contar con dichos insumos y así evitar mayores perjuicios para el Organismo, sin embargo esa situación no dispensa a la adjudicataria de la penalidad correspondiente, la que será de aplicación de acuerdo a la normativa vigente en lo que respecta a este procedimiento licitatorio. En efecto, de acuerdo a lo ya señalado la recepción de los bienes implicó el otorgamiento de una prórroga de hecho, determinándose una multa por incumplimiento (Conf. Artículo 120 y 126 de la Ley 2095 y su reglamentación). 
Que el artículo 126 de la Ley 2095 estipula “La prórroga en el cumplimiento del plazo contractual, así como los incumplimientos de las obligaciones convenidas, determinan en todos los casos la aplicación de una multa por incumplimiento, cuyo monto y procedimiento serán establecidos en la reglamentación” y en su reglamentación, el artículo 126 de la Res. CM 810/2011 establece que “La prórroga concedida de acuerdo con lo normado en el artículo 120 de la ley, conlleva en todos los casos la aplicación de oficio de una multa por mora. La misma multa y de igual forma, se aplica a los demás incumplimientos contractuales que no tengan prevista otra penalidad. Si se reciben bienes o servicios después de vencido el plazo convencionalmente fijado para ello, sin que el proveedor haya requerido la prórroga o rehabilitación del contrato, ni se hubiere dictado su rescisión, se considera que aquél ha sido prorrogado o rehabilitado de hecho, debiéndose dejar asentados los motivos de tal circunstancia en los considerandos del acto administrativo por el cual se impone la penalidad respectiva. La multa por mora es del uno por ciento (1%) del monto de lo satisfecho fuera de término por cada siete (7) días de atraso en el cumplimiento de la obligación o fracción mayor de tres (3) días, y se efectiviza descontando su importe de los créditos a percibir por el proveedor, o según las demás formas establecidas en el artículo 127 de la ley. Si el plazo de entrega es inferior a siete (7) días y no se fijara en los Pliegos una multa por mora distinta a la antes señalada, el período se limita al plazo de entrega establecido”.
Que como ya quedó expuesto, la adjudicataria no ha solicitado prórroga alguna dentro del plazo legal que para ello tenía, ni tampoco se ha dictado acto administrativo que rehabilitara el presente contrato, por lo que se configuró un supuesto de rehabilitación tácita en los términos del artículo 126 y su reglamentación.
Que en esta inteligencia y compartiendo el criterio de la Dirección General de Asuntos Jurídicos resulta procedente aplicarle a la editorial La Ley S.A. una multa por mora en el cumplimiento de sus obligaciones por un monto total de pesos tres mil diecinueve con 09/100 ($ 3.019,09), en los términos de los artículos 120 y 126 de la Ley 2095 y su reglamentación.
Por lo expuesto y en ejercicio de las atribuciones conferidas por los artículos 4º, inciso f) de la Ley 1988 (modificado por Ley 3389),
EL ADMINISTRADOR GENERAL DEL

PODER JUDICIAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RESUELVE:
Artículo 1º: Aprobar la aplicación de la multa a la firma “Editorial La Ley S.A.” adjudicataria de la Contratación Directa Nº 42/2011, por mora en el cumplimiento de sus obligaciones por un monto total de pesos tres mil diecinueve con 09/100 ($ 3.019,09), en los términos de los artículos 120 y 126 de la Ley 2095 y su reglamentación.
Artículo 2º: Instruir a la Dirección de Compras y Contrataciones a realizar la notificación de la presente resolución a la adjudicataria.

Artículo 3º: Instruir a la Dirección de Programación y Administración Contable a fin de que proceda a afectar el importe correspondiente a la aplicación de la multa conforme el criterio establecido en el Artículo 127 de la Ley 2095.

Artículo 4º: Regístrese, notifíquese como se ordena y pase a la Dirección de Compras y Contrataciones para su cumplimentación.
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